
DIRECTIVA 2014/24/UE DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL 

CONSEJO 

de 26 de febrero de 2014 

sobre contratación pública y por la que se deroga 

la Directiva 2004/18/CE 

 

… 

 

Considerando lo siguiente: 

 

… 

 

(6) Conviene recordar asimismo que la presente Directiva no ha de afectar a la 

legislación en materia de seguridad social de los Estados miembros. Tampoco debe 

tratar la liberalización de servicios de interés económico general reservados a las 

entidades públicas o privadas, ni la privatización de entidades públicas prestadoras 

de servicios. 

Ha de recordarse también que los Estados miembros gozan de libertad para 

organizar la prestación de los servicios sociales obligatorios o de cualquier otro 

servicio, como los servicios postales, los servicios de interés económico general o los 

servicios no económicos de interés general, o una combinación de ambos. Conviene 

aclarar que los servicios no económicos de interés general deben quedar excluidos 

del ámbito de aplicación de la presente Directiva. 

 

… 

 

(114) Determinadas categorías de servicios, en concreto los servicios que se conocen 

como servicios a las personas, como ciertos servicios sociales, sanitarios y 

educativos, siguen teniendo, por su propia naturaleza, una dimensión 

transfronteriza limitada. Dichos servicios se prestan en un contexto particular que 

varía mucho de un Estado miembro a otro, debido a las diferentes tradiciones 

culturales. Debe establecerse un régimen específico para los contratos públicos 

relativos a tales servicios, con un umbral más elevado que el que se aplica a otros 

servicios. 

Los servicios a las personas con valores inferiores a ese umbral no revisten 

normalmente interés para los proveedores de otros Estados miembros, a menos 

que haya indicios concretos de lo contrario, como en la financiación por la Unión 

de proyectos transfronterizos. 



Los contratos de servicios a las personas, cuyo valor esté situado por encima de 

ese umbral deben estar sujetos a normas de transparencia en toda la Unión. 

Teniendo en cuenta la importancia del contexto cultural y el carácter delicado de 

estos servicios, debe ofrecerse a los Estados miembros un amplio margen de 

maniobra para organizar la elección de los proveedores de los servicios del modo 

que consideren más oportuno. Las normas de la presente Directiva tienen en 

cuenta este imperativo al imponer solo la observancia de los principios 

fundamentales de transparencia e igualdad de trato y al asegurar que los poderes 

adjudicadores puedan aplicar, para la elección de los proveedores de servicios, 

criterios de calidad específicos, como los establecidos en el Marco Europeo 

Voluntario de Calidad para los Servicios Sociales publicado por el Comité de 

Protección Social. Al determinar los procedimientos que hayan de utilizarse para 

la adjudicación de contratos de servicios a las personas, los Estados miembros 

deben tener en cuenta el artículo 14 del TFUE y el Protocolo no 26. Al hacerlo, los 

Estados miembros también deben perseguir los objetivos de simplificación y 

reducción de la carga administrativa de poderes adjudicadores y operadores 

económicos; es preciso aclarar ello también puede suponer basarse en 

disposiciones aplicables a los contratos de servicios no sometidos al régimen 

específico. 

Los Estados miembros y los poderes públicos siguen teniendo libertad para prestar 

por sí mismos esos servicios u organizar los servicios sociales de manera que no 

sea necesario celebrar contratos públicos, por ejemplo, mediante la simple 

financiación de estos servicios o la concesión de licencias o autorizaciones a todos 

los operadores económicos que cumplan las condiciones previamente fijadas por 

el poder adjudicador, sin límites ni cuotas, siempre que dicho sistema garantice 

una publicidad suficiente y se ajuste a los principios de transparencia y no 

discriminación. 

 


